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INTERPONEN ACCIÓN DE AMPARO. SOLICITAN CAUTELAR URGENTE.
Sr. Juez Federal:
Miguel Ángel PALAZZANI, Fiscal General de la Procuración General de la Nación, en mi carácter de titular de la Procuraduría de Violencia Institucional (res. PGN 455/13 y MP  1834/2015),  y de la Unidad de Asistencia para causas por violaciones a los Derechos Humanos durante el terrorismo de Estado en la ciudad de Bahía Blanca, y Jose Alberto NEBBIA, fiscal “ad hoc” de PROCUVIN y de la misma Unidad de Asistencia,  constituyendo domicilio en calle Perón 667 2do. Piso (PROCUVIN) de esta ciudad​ nos presentamos y decimos que: 

I. Objeto
Por medio del presente venimos a interponer ACCIÓN DE AMPARO, en los términos del art. 43 de la Constitución Nacional y 1º y ss. de la ley 16.986, contra el Poder Ejecutivo Nacional y/o Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, con domicilio Balcarce 50 y Sarmiento 329 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respectivamente.
II. Hechos 
En los últimos días, ha tomado estado público la noticia de que las autoridades del Poder Ejecutivo Nacional darán de baja al Sistema de Información Jurídica-Judicial INFOJUS, sin que desde la órbita de gobierno se haya expresado los términos precisos en que tal medida habrá de ser concretada.
En efecto, distintos medios de comunicación han informado que el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, Germán Garavano, planea dar de baja al portal en cuestión, medida que abarcaría todos los servicios prestados desde ese espacio, es decir, una agencia de noticias (Infojus Noticias), una biblioteca judicial y una editorial (Ediciones Infojus)
.
Las noticias en cuestión guardan consonancia con los hechos que se conocieron en las últimas semanas, a través de las redes sociales y de distintos medios de comunicación, acerca de la eliminación de 11.700 (algunos indican más de 14.000) publicaciones que fueron retiradas de la base de datos de la agencia Infojus Noticias, y que representan cerca del 83% de la producción periodística realizada por el medio desde su creación en abril de 2013
. Algo inédito.
La versión de que todo el sistema informático será retirado del acceso universal, público y gratuito, no ha sido desmentida por el Ministro, que al respecto se ha limitado a señalar que la información no ha sido borrada sino sólo “retirada” del portal. A su vez, tales trascendidos encuentran asidero en las expresiones del Ministro, en el sentido de que "Infojus va a pasar por una profunda reforma para hacerlo más pluralista. No queremos una agencia de noticias activista”
.

Los elementos reunidos generan una profunda preocupación en modo en que el Poder Ejecutivo Nacional proceda a la baja del sistema Infojus, y su reemplazo por otro medio informático, conlleven, por un lado, la desaparición del registro documental confeccionado hasta la presente fecha (bien colectivo que abarca un testimonio histórico de los últimos tres años de actividad judicial –infojus Noticias–, y un catálogo de miles de obras jurídicas intelectuales), y por otro, la supresión de las condiciones de publicidad, gratuidad y universalidad que caracterizan el libre acceso al sistema, y que se encuentran amparadas constitucionalmente.
III. Jerarquía constitucional y convencional de los derechos afectados
De acuerdo al ordenamiento jurídico vigente, y a la naturaleza de los intereses comprometidos, los hechos concretados por las autoridades de Poder Ejecutivo Nacional, así como aquellos en inminente vía de ejecución, implican un desconocimiento y una vulneración de derechos de incidencia colectiva de rango constitucional. 

Por un lado, se advierte la afección de intereses individuales homogéneos (la veda al acceso a la información jurídica y relativa al servicio de justicia, así como a la participación en la producción de la misma), cuyo titulares resultan ser los consumidores de los portales: www.infojus.gob.ar y  www.infojusnoticias.gov.ar, tal como lo desarrollaré a lo largo del presente escrito; y por el otro,  bienes colectivos (eliminación del capital cultural e intelectual obrante en la base de datos Infojus) que pertenecen a la comunidad entendida en su conjunto. 
En ese orden, la jurisprudencia tiene reconocida tanto la existencia jurídica de los derechos de incidencia colectiva (contemplados en el art. 42 y 43 de la Ley Fundamental), como así también la necesidad de que, ante la mora del legislador en el tratamiento y sanción de normativa que regule las acciones colectivas, las instituciones judiciales provean las herramientas necesarias para asegurar la protección de los intereses de tal índole, y garantizar que la tutela judicial efectiva se extienda a todos los perjudicados en su patrimonio, o como titulares de una parte indivisa del bien colectivo (efecto erga omne).
En tal sentido, en numerosos fallos, el Máximo Tribunal de Nación ha señalado que  si bien “no hay en nuestro derecho una ley que reglamente el ejercicio efectivo de las denominadas acciones de clase en el ámbito específico que es objeto de esta litis. Este aspecto resulta de gran importancia porque debe existir una ley que determine cuándo se da una pluralidad relevante de individuos que permita ejercer dichas acciones, cómo se define la clase homogénea, si la legitimación corresponde exclusivamente a un integrante de la clase o también a organismos públicos o asociaciones, cómo tramitan estos procesos, cuáles son los efectos expansivos de la sentencia a dictar y cómo se hacen efectivos. 
Frente a esa falta de regulación -la que, por lo demás, constituye una mora que el legislador debe solucionar cuanto antes sea posible, para facilitar el acceso a la justicia que la Ley Suprema ha instituido-, cabe señalar que la referida disposición constitucional es claramente operativa y es obligación de los jueces darle eficacia, cuando se aporta nítida evidencia sobre la afectación de un derecho fundamental y del acceso a la justicia de su titular. Esta Corte ha dicho que donde hay un derecho hay un remedio legal para hacerlo valer toda vez que sea desconocido; principio del que ha nacido la acción de amparo, pues las garantías constitucionales existen y protegen a los individuos por el solo hecho de estar en la Constitución e independientemente de sus leyes reglamentarias, cuyas limitaciones no pueden constituir obstáculo para la vigencia efectiva de dichas garantías (Fallos: 239:459; 241:291 y 315:1492)”. 
De allí que, ante el estado de situación que atraviesa nuestro ordenamiento jurídico, en cuanto no contamos con legislación específica que regule de manera detallada la vía de acceso a la jurisdicción para materializar la cláusula constitucional, corresponde al Poder Judicial velar y garantizar la operatividad de los derechos contenidos en la Carta Magna.
Ahora bien, in re “Halabi” la Corte Suprema de Justicia de la Nación categorizó a los derechos que integran nuestro ordenamiento. 

Así dispuso que existen tres tipos de derechos:

a) Individuales
b) De incidencia colectiva que tienen por objeto bienes colectivos.
c)  De incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos.
En cuanto a lo que esta presentación interesa, como lo he anticipado, advierto la afectación de dos tipos de derechos que determinan la viabilidad de la misma y que se han conceptualizado del siguiente modo: 

a) bien colectivo: “pertenece a toda la comunidad, siendo indivisible y no admitiendo exclusión alguna”, los mismos “no pertenecen a la esfera individual sino social”. Un ejemplo que clarifica la definición es el medio ambiente.
b) derechos de incidencia colectiva  sobre intereses individuales homogéneos (también amparados por el art. 43 C.N.): se presentan cuando “hay un hecho, único o continuado, que provoca la lesión a todos ellos y por lo tanto es identificable una causa fáctica homogénea”. En tales casos, se configura “una homogeneidad fáctica y normativa que lleva a considerar razonable la realización de un solo juicio con efectos expansivos de la cosa juzgada que en él se dicte”.
Con tales precisiones iniciales, debe tenerse presente que la base de datos Infojus, en su alcance inicial, fue creado en el año 2011 (decreto N° 1431/11) en el marco del Sistema Argentino de Informática Jurídica instaurado en el año 1986, que vino a ampliar y establecer la gratuidad de la información brindada, bajo la propuesta de “brindar información jurídica no sólo a quienes trabajan a diario con esta herramienta, sino también a la sociedad en general, con el objetivo de democratizar el acceso al derecho y a la justicia para que todos y todas conozcan sus derechos y obligaciones […] posibilitar el acceso igualitario a las distintas fuentes del derecho, ofreciendo información jurídica vigente, actualizada, completa y confiable de todo el país”.
En dicho acto, se declaró que “la obligación indelegable del Estado de garantizar el acceso igualitario a la información jurídica sólo puede ser cabalmente cumplida a través de la determinación de la gratuidad de la base de datos INFOJUS”.
Por otra parte, el sistema fue previsto como “un medio eficaz para el estudio, investigación, análisis y difusión del derecho velando por la efectiva participación de todos los sectores de la sociedad”.
Ya en el referido decreto se enmarcó la medida en la promoción de “la libertad de expresión, el derecho a investigar, a recibir y dar información y opiniones, todos derechos reconocidos por la DECLARACION UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS en su artículo 19, la DECLARACION AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE en su artículo IV y el PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLITICOS en su artículo 19.2”.
El sistema se amplió en el año 2012 con la creación de Ediciones Infojus, con el objeto de que “el estudio, investigación, análisis y difusión del derecho se constituyan en un bien de todos los habitantes de la Nación”
.
Finalmente, en el año 2013, se incorporó la agenda Infojus Noticias, bajo el expreso reconocimiento de que “[l]a información es un bien público”
. 
Como se observa, ya desde las propias declaraciones expresas del Estado argentino, el sistema informático como la información producida y allí archivada, pertenece a la comunidad, y constituye –como tal– un bien colectivo, amparado en distintos instrumentos internacionales con jerarquía constitucional.
En efecto, en relación a los bienes culturales, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales establece en su art. 15 el reconocimiento por parte del Estado del derecho de las personas a “[p]articipar en la vida cultural” y “[g]ozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones”, disponiendo que entre las medidas para “asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura”.
A su vez, la norma contempla el compromiso de “respetar la indispensable libertad para la investigación científica y para la actividad creadora”.
Por su parte, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre establece: “Toda persona tiene derecho de participar en la vida cultural de la comunidad, gozar de las artes y disfrutar de los beneficios que resulten de los progresos intelectuales y especialmente de los descubrimientos científicos”.

De tal modo, el juego de normas permite reconocer la naturaleza de la obra periodística, científica e intelectual obrante en la base de datos Infojus, como un bien colectivo cultural, que pertenece a toda la comunidad, en función del derecho de cada uno de sus integrantes, de acceder y participar en su producción, goce y disposición, y la obligación asumida por el Estado en la difusión, desarrollo y conservación de dicho acervo.
Lo expresado guarda estrecha vinculación con el derecho a la libertad de expresión de las personas (es decir, a manifestarse culturalmente), expresamente reconocido –como vimos– en el decreto de implementación de Infojus.
En este punto, cabe resaltar que todas las convenciones incluyen dentro del mencionado derecho, no sólo el de investigar y difundir informaciones y opiniones, sino además el de recibirlas por cualquier medio de expresión
. 
La contemplación del derecho de recibir como una de las modalidades constitucionalmente protegida, expone la naturaleza profundamente lesiva y la completa irrazonabilidad en las vías empleadas por el Estado, sin declaración de motivos o, peor aún, concretadas de manera velada y sólo advertidas y tornadas públicas mediante las distintas expresiones de la sociedad civil que, tomando cuenta de la desaparición de los archivos publicados en el medio informático, denunciaron la maniobra a través de las redes sociales y distintos medios de difusión.
Junto con el propio reconocimiento del propio Estado en cuanto al modo en que la especial relación entre el ciudadano y la información públicamente administrada se encuentra amparada constitucional y convencionalmente, debe señalarse que dicha naturaleza colectiva y general de los bienes comprometidos, ha quedado evidenciada en las propias circunstancias suscitadas a partir de la supresión de los archivos aquí denunciada.
Así, la propia forma en que tales hechos se viralizaron, junto con las expresiones de repudio y preocupación de distintos referentes de la sociedad civil, dan cuenta acabada del modo en que la producción intelectual en torno a la inescindible relación entre la justicia y los derechos humanos que el Estado argentino asumió mediante la construcción del espacio Infojus (que ahora pretende eliminarse) es concebido, experimentado y reclamado por la comunidad como un bien cultural propio e irrecuperable.

Una voz indiscutidamente autorizada y referente emblemática del colectivo memoria, verdad y justicia, como lo es Estela Barnes de Carlotto, presidenta de Abuelas de Plaza de Mayo, ha manifestado su férrea oposición a la medida aquí denunciada, expresándose con insuperable claridad: “no se pueden borrar las páginas de la historia”. Explicó que en el archivo de Infojus “[h]ay espacios, cosas escritas, historias contadas, que tienen que preservarse muchísimo. No sé si aquellos que piensan borrar estas cosas no piensan que están arriesgando la vida de sus propios hijos y nietos, porque lo que pasamos no se puede repetir”
.
Además, destacó el carácter colectivo de los bienes perjudicados, en los siguientes términos: “no son los dueños del pais […] los dueños somos todos”; “hay que respetar la institución del diálogo […] pero siempre sin movernos de nuestro camino de memoria, verdad y justicia. Nada de lo que se haga en contra de ello nos vamos a callar o dejar de reclamar”.
Por su parte, los hechos descriptos en el presente recurso motivaron, por parte de la diputada Myriam Bregman, la presentación ante la Cámara de Diputados de la Nación de un pedido de informe al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en donde se denuncia la eliminación del “acceso a una cantidad innumerable de artículos e investigaciones publicados en ese sitio web a lo largo de tres años, sobre una gran variedad de temas que son objeto de tratamiento judicial”, explicando que “[s]e trata de miles de notas e informes sobre casos de lesa humanidad, la desaparición de Luciano Arruga y causas judiciales.”.
Los hechos también han sido repudiados por el Colectivo de Trabajadores y Trabajadoras de Prensa que, en un comunicado, denunciaron: “[n]o sólo nos preocupa la pérdida de nuestro trabajo de tres años, sino que muchas de las notas tenían un fuerte valor testimonial, documental e histórico. Descubrimos que se ‘borraron’ coberturas enteras sobre temas de violencia institucional, violencia de género, femicidios, lesa humanidad, talleres textiles clandestinos, delitos económicos y lavado de dinero, narcotráfico. Y muchas otras áreas en las que Infojus Noticias era referente”
.

No obstante lo hasta aquí expuesto, también se advierte la vulneración de los interés individuales homogéneos del conjunto que comprende a la totalidad de los usuarios de los portales web referidos. 
Es decir, por un lado se ve profundamente afectado el bien colectivo cultural (en crudos términos, a partir de la eliminación de datos denunciada la “cultura” nacional se observa disminuida), y por el otro el interés individual –homogéneo- de cada usuario de acceder libremente a la información suprimida de la web se ve totalmente cercenado, toda vez que existe un hecho único (eliminación de datos) que provoca la lesión a los mencionados sujetos, lo que determina la homogeneidad de la causa ilícita y la “colectivización” de la acción que pretenda revertir dicha situación.
IV. Conformación del Sistema Infojus como bien colectivo cultura de acceso público, universal, libre y gratuito. 
A fin de ponderar los fundamentos de la presente petición, el interrogante esencial debe indagar en qué consiste la base de datos Infojus, cuáles son sus contenidos y cómo fueron producidos, antes que la mera pregunta acerca de quién dictó el decreto de creación de dicha plataforma informática. En otras palabras, se trata de evitar que se camufle la conculcación de derechos fundamentales (a la libre participación, expresión y acceso al pensamiento jurídico como capital cultural), en un pretendido acto de oportunidad y conveniencia en el que un gobierno entrante deshace cualquier expresión pública recibida del gobierno antecesor bajo el pretexto de un cambio de enfoque político.
Como se anticipó, el sistema Infojus se creó en el año 2011 mediante el Decreto 1431/11, mediante una medida que se propuso garantizar no sólo el libre y gratuito acceso de la comunidad al saber jurídico, sino además la participación de aquella en la producción en el mismo. Allí se señala que “el Sistema no sólo abarca el tratamiento automático de la información […] sino que importa la difusión del estudio y aplicación de la información jurídica por cualquier medio o soporte, resultando la identificación ahora propuesta más acorde con la misión abarcativa de democratización de contenidos jurídicos”.
A su vez, en el año 2012 se incorporó la editorial Ediciones Infojus, con el objeto de “gestar desde el ámbito público, un espacio que favorezca la discusión doctrinaria y la difusión de nuevas ideas
.
De acuerdo a lo que se informa en el sitio web de la editorial, “[t]odas nuestras publicaciones son federales, integrales, accesibles y gratuitas. Se pueden obtener en formato digital, descargándolas de nuestra página web, y en formato papel, solicitándolas en los centros de distribución asignados”.
De esta forma, se “pone al alcance de todos, un material de estimable valor con el objeto de difundir el pensamiento jurídico”, el cual “comprende la edición de revistas de temática jurídica que reúnen artículos académicos de autores especializados en las diferentes ramas del derecho, publicando trimestralmente revistas relacionadas con la dogmática jurídica -Derecho Público, Derecho Privado, Derecho Penal, Derecho del Trabajo y Derechos Humanos […] A este proceso de crecimiento editorial, se le sumó la publicación de libros de diferentes temáticas jurídicas, como aquéllos que reflejan los avances actuales de diferentes ámbitos del derecho; aquéllos que difunden los nuevos criterios jurídicos en materias, por ejemplo, como derechos humanos”.
Cabe destacar que el sitio web ofrece una solapa con una guía para que los ciudadanos puedan publicar (“Cómo Publicar”) en cualquiera de las seis revistas de temática jurídica y libros editados por la firma, informando las reglas de presentación, plazos y modos de evaluación, y aclarando el carácter gratuito del servicio
.

El servicio público ofrecido no sólo se inserta en el derecho constitucional a la libre expresión, sino que pone muestra, en toda su plenitud, el carácter colectivo de la colección jurídica, ahora desde la participación de los miembros de la comunidad en la elaboración intelectual y cultural, y no únicamente en el acceso a la información previamente producida.
Por último, en el año 2013 se creó la agencia de noticias jurídicias Infojus Noticias, como “un medio de comunicación que busca tender un puente entre la justicia y la sociedad”, cuyo “principal objetivo es convertirse en una herramienta de construcción de ciudadanía y de concientización de los ciudadanos frente a un proceso de democratización de la Justicia”.
Además, el proyecto explica que “[l]os periodistas de la Agencia tienen la misión de investigar las tramas del mundo judicial y sus protagonistas, para traducirlas a un estilo llano, accesible y directo, que se aleje del lenguaje técnico propio de los expedientes judiciales. Infojus cuenta, desde una perspectiva jurídica, las noticias que afectan a los argentinos, y visibiliza el accionar del Poder Judicial y sus consecuencias en la vida cotidiana de los ciudadanos”.
Por otra parte, se postula la construcción de “un lugar de referencia para cualquiera que necesite conocer las noticias de la justicia, y servir como proveedor gratuito y universal para los medios interesados en la temática”.
En conjunto, bajo la imprescindible consigna de operar como un medio de conexión y articulación entre la sociedad y los espacio destinados a proveer a la tutela judicial efectiva de los ciudadanos y los sujetos colectivos, a lo largo de los más de cuatro años de funcionamiento, Infojus ha producido un verdadero acervo cultural que contempla el fenómeno del servicio de justicia de manera integral.
Ello se vislumbra, por una parte, en el forjamiento de una biblioteca jurídica especializada con innumerables publicaciones jurídicas de diversos especialistas, y por otra, mediante la creación de un minucioso registro del derecho en su expresión ontológica, es decir, del modo en que se materializa en la práctica, a través de las decisiones judiciales cotidianas que afectan las vidas de los ciudadanos.  
Ambos capitales culturales se encuentran en peligro. En los últimos días, hemos asistido a la eliminación de más de 11.000 artículos periodísticos/históricos/judiciales de la agencia Infojus Noticias. Ahora, distintos medios de comunicación advierten sobre la supresión directa de la base de datos y de todo el sistema (incluido Ediciones Infojus), para ser reemplazado por un nuevo portal con un enfoque diferente.
Una reorientación política en el sistema de información jurídica puede plantearse, hacia el futuro, un debate sobre la predilección de determinadas materias y especialidades sobre otras, el modo en que las mismas habrán de ser tratadas, o la priorización de valores diferentes, siempre con la esperanza de que tal discusión se encare con base democrática. Lo que resulta completamente inadmisible es que, con el artificio de un “cambio de enfoque”, se destruyan y se prive a la sociedad de bibliotecas y registros, de miles de obras intelectuales y testimonios, que conforman un bien cultural colectivo, de acceso libre, universal y gratuito (que debe ser) garantizado.
En otras palabras, una política de acceso y la participación libre y gratuita de la comunidad en el conocimiento jurídico y de la actividad judicial, constituye una obligación del Estado como tal (no una mera opción), más allá de los aciertos y errores que apreciarse en su implementación. Ello así, por el simple motivo de que se inscribe en el deber de reconocer y amparar los derechos de base constitucional de los ciudadanos.
En tal sentido, la privación de acceso al portal jurídico público viene a producir un perjuicio en los intereses individuales homogéneos de los miembros de la comunidad, como titulares de los referidos derechos.
Pero desde el momento en que el ejercicio de tales derechos (es decir, la interacción dialéctica en la investigación, elaboración, discusión, consulta y reproducción del saber jurídico) ha formado –como producto– un patrimonio cultural que pertenece a la comunidad toda de modo indiviso, la práctica estatal de supresión de su contenido configura acto lesivo de un verdadero bien colectivo. 
En ese orden, el trasfondo fáctico aquí denunciado está perjudicando –en este momento– a los ciudadanos desde una doble órbita, porque lesiona sus derechos sobre un bien colectivo –la cultura- y su intereses individuales homogéneos –acceso al servicio de información- que también conforma un derecho de incidencia colectiva.
V. Rol desempeñado por el Sistema Infojus en el proceso de MEMORIA, VERDAD Y JUSTICIA.
Lo expresado hasta el presente párrafo, como marco general, exige una profundización más marcada del contexto en el que se insertan los hechos denunciados.
Hablar de acceso y participación en el conocimiento jurídico, o bien de cobertura periodística sobre el funcionamiento del servicio de justicia, exige hablar del proceso de memoria, verdad y justicia, porque uno y otro plano se atraviesan y se interpelan mutua e inescindiblemente.
A esta altura del devenir histórico, resulta difícil y doloroso que deba explicarse por qué el proceso de rememoración del genocidio experimentado por la sociedad (y reconocido judicialmente), de búsqueda de la verdad histórica, y de juzgamiento de las responsabilidades penales, no sólo atraviesa el tejido cultural del país, sino que compromete a todas las instancias institucionales de la sociedad argentina y de la comunidad internacional.
Y ese pesar obedece a que los pactos expresamente asumidos por el Estado, los incansables esfuerzos de búsqueda de los desaparecidos (entre ellos, las criaturas nacidas
 en cautiverio), y el consenso logrado en el seno de los tres poderes públicos en torno a la defensa y consolidación de los valores democráticos frente a la dictadura militar, cívica, eclesiástica y empresarial, indican que aquella premisa debiera pertenecer a las verdades de Perogrullo.
Cabe, como ejemplo, traer a cuenta la declaración firmada en el mes de noviembre de 2015, por todos los bloques legislativos
 a fin de “[r]eafirmar la obligación del Estado de continuar con los juicios por delitos de lesa humanidad para conocer la verdad de los hechos y condenar a todos los responsables civiles y militares” y de “[r]eafirmar el deber del Estado de mantener vivas las políticas de Memoria, Verdad y Justicia como garantía de no repetición en nuestra sociedad”
.
En dicho documento, se efectúa una reseña de las distintos compromisos asumidos a lo largo de los años para el mantenimiento del proceso de memoria, verdad y justicia, definido como “un proceso histórico de más de tres décadas que tiene entre sus orígenes la destacada lucha del movimiento de derechos humanos de nuestro país”.
También se señala como “[u]no de los resultados más destacable de esta política de derechos humanos”, al “juzgamiento a represores en toda la República Argentina”, lo que “ha significado que nuestro país se convierta en una experiencia única y un ejemplo mundial en materia de derechos humanos”.
Y recuerda que “[m]ás de una década después de aquella decisión histórica del 2003 [en que la Cámara de Diputados declaró la nulidad de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final], ya son más de 437 los genocidas condenados y 116 los jóvenes que recuperaron su identidad”.
Aunque, advierte que “a lo largo de todos estos años de avance se han encontrado obstáculos, reticencias y nuevas formas de eludir el accionar judicial: desde connivencias en las justicias federales y provinciales, amedrentamiento de víctimas, familiares y testigos, ayuda para la evasión de condenados, hasta situaciones que parecieran menores como falta de organización para los debates orales, pero que cumplen con el objetivo de que no se produzcan los juicios”.
Lamentablemente, hechos como los aquí denunciados (encarados por el propio Estado) vuelven a poner un manto de oscuridad sobre la historia y la sociedad. Presentan un componente fundamental de la cultura y los valores de la sociedad, como una otredad que puede (y debe) descartarse, tildada como mera expresión partidaria o “activista”. 
Previamente, hablamos sobre qué es Infojus y cuáles son los compromisos asumidos por el Estado –al crear dicho sistema– en torno al acercamiento de la sociedad con el saber jurídico y el funcionamiento del servicio de justicia.
Resulta necesario, ahora, dar cuenta sobre el rol fundamental del sistema de información jurídica-judicial –y del acervo documental formado en su seno– en el proceso de memoria, verdad y justicia.
Para ello, no debe pasarse por alto que la propia actividad jurídica y judicial en la última década se ha centrado en el juzgamiento de los crímenes de lesa humanidad durante el terrorismo de Estado, luego de que fueran dejados sin efecto los mecanismos que por décadas impidieron el acceso a la justicia por parte de la comunidad y de las víctimas y familiares. Como correlato, a la fecha se han realizado (y se encuentran en curso) procesos de juzgamiento de crímenes contra la humanidad, en prácticamente todas las jurisdicciones federales del país.
Pero junto a lo dicho, ha resultado particularmente visible el compromiso asumido por el Estado, y canalizado a través del sistema Infojus, en el seguimiento de dicho proceso judicial histórico, tanto mediante el registro periodístico del devenir cotidiano de los juicios, como en la difusión plural de la obra jurídica elaborada en torno a la materia.
En ese sentido, debe contabilizarse la Revista de Derechos Humanos, publicada en nueve números trimestrales desde noviembre de 2012, y “destinada a asegurar el acceso de los magistrados, funcionarios y empleados de la justicia, investigadores, abogados y el pueblo, a los avances que han operado en el derecho internacional de los derechos humanos”, difundiendo “los nuevos criterios jurisprudenciales de los tribunales nacionales e internacionales […] trabajos de doctrina, entrevistas […] reseñas bibliográficas […] y diferentes novedades sobre la materia”. Cuenta con un consejo académico compuesto de 26 integrantes.
Por razones obvias, no resulta posible captar en el presente escrito más que una muestra de la dimensión de la obra archivada en la referida base de dato. Sin embargo, su carácter prolífico y extenso se advierte ya desde los resultados que arrojan los motores de búsqueda del sitio web. Así, una búsqueda en doctrina bajo la temática “derechos humanos”, remite a 803 publicaciones (que se encuentran en riesgo), de innumerables autores, con títulos tan diversos como “La protección de los derechos humanos en la Argentina”, “La Corte Suprema y la operatividad de las normas del Pacto de San José de Costa Rica en el orden jurídico interno”, “Sustracción internacional de menores. Derecho a la vida privada y familiar. Derecho del niño a ser oído”, “Los derechos humanos frente a la violencia institucional”, “Excepciones al agotamiento de los recursos internos”, “Violación del deber de investigar”, “Uso de la fuerza. Deber de investigar de modo efectivo”, y “Derechos económicos, sociales y culturales. Cómo se protegen en América Latina y en Europa”, por sólo indagar en la primera hoja de resultados brindada.
La búsqueda sobre “delitos de lesa humanidad” arroja 86 publicaciones, y en la primera hoja de resultados se tiene acceso a las obras tituladas “La justicia laboral avanza sobre la complicidad civil”, “El caso ‘Mackentor’. Crimen de lesa humanidad”, “Derecho Penal Internacional (volumen 1)”, “El derecho a la verdad: una opción para las víctimas del franquismo”, “Pasado, presente y futuro del tratamiento jurídico-penal de los crímenes internacionales”, “La marca de la infamia: asesinatos, complicidad e inhumaciones en el cementerio de La Plata”, “Sentimientos y derecho”, “Derechos Humanos en la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (2003-2013)”, “Delitos sexuales en contexto de crímenes de lesa humanidad: ¿La revancha de las ausentes?”, “La ‘actualización’ de la verdad a 30 años de CONADEP”, “Malvinas: entre amparo y desamparo”, “La CONADEP treinta años después”, “La marcación de la víctima en el genocidio”, “Construcción de la Memoria. Conversaciones sobre dictadura y genocidio” y “Entrevista a E. Raúl Zaffaroni”.
A propósito de la apropiación de menores, el buscador remite a los títulos “Derecho a la vida privada y familiar. Robo de bebés”, “Sustracción ilegal de menores”, “A propósito de El lector de Bernard Schlink . Y todo lo demás”, “El delito de sustracción de menores y su relación con la obstrucción o impedimento de contacto”, “Entregas y secuestros. El rol del Estado en la apropiación de niños”, “El Tráfico Internacional de Menores. Su tratamiento en la Convención sobre los Derechos del Niño”, “Acerca de la extracción compulsiva de sangre en el proceso penal a propósito de los casos ‘Vázquez’ y ‘Feretton’”, “Retención y ocultamiento de menores. Dolo eventual” y “El juicio por el ‘Plan sistemático de apropiación de niños’, un hito en la lucha contra la impunidad”.
En relación al tema “genocidio”, puede accederse a las siguientes obras: “El delito de genocidio en el Anteproyecto del Código Penal”, “La marcación de la víctima en el genocidio”, “Construcción de la Memoria. Conversaciones sobre dictadura y genocidio”, “Violaciones a los derechos humanos. Causa 982. Análisis jurídico del primer juicio en Bahía Blanca por hechos acaecidos durante la última dictadura cívico militar”, “Historia de la solución final. Una indagación de las etapas que llevaron al exterminio de los judíos europeos”, “Aspectos de la Teoría de la Empresa Criminal Común en la jurisprudencia del Tribunal Penal Internacional para la ex-Yugoslavia”, “La participación criminal de comandantes en genocidios, crímenes de guerra y delitos de lesa humanidad”, “Genocidio y crímenes contra la humanidad. El mito de la pena inevitable”, “Genocidio y crímenes contra la humanidad”, “Genocidio y crímenes contra la humanidad. Presentación”, “Entrevista a Sévane Garibian”, “El tribunal penal internacional y los derechos humanos” y “El autor de escritorio y el ejecutor fungible. Una modesta aproximación a la teoría de claus roxin”.
En cuanto a la agencia Infojus Noticias, el registro diario de crónicas e investigaciones periodísticas producidas desde abril de 2013 a la presente fecha es tal que, a partir de un rastreo en el correspondiente motor de búsqueda, pueden hallarse actualmente 161 resultados con notas sobre noticias judiciales relacionadas con la temática, y ello sin computar las 110 publicaciones sobre nietos restituidos que fueron eliminadas del portal, ni la cobertura sobre distintos temas especialmente vinculados a la protección de los derechos humano, tales como la violencia de género (415 notas eliminadas) o violencia institucional (299 artículos borrados, subsistiendo únicamente 12 publicaciones). 
Por los motivos de temor aquí expuestos, es probable que el resto de las publicaciones aún vigentes corran la misma suerte, haciendo desaparecer un testimonio público, de acceso libre y gratuito, sobre el proceso social y judicial de memoria, verdad y justicia, y de protección de los derechos humanos.
Insistimos: la destrucción de semejante obra intelectual y cultural, que no pertenece a nadie más que a la comunidad toda constituye, lisa y llanamente, la irremediable eliminación de un bien colectivo amparado constitucionalmente.
VI. Legitimación activa.
Si bien resulta natural que los fundamentos que habilitan a interponer la presente acción, en cuanto a la calidad del sujeto actor, deben ser expuestos de modo previo al tratamiento de los hechos denunciados y el derecho afectado, entendemos que en función de las particularidad de las circunstancias descriptas y la naturaleza de los intereses comprometidos, resulta necesario una ponderación detenida del alcance y la intensidad de las conductas lesivas ejecutadas, para arribar a una comprensión del título que nos habilita a ejercer la presente vía de tutela judicial efectiva.
Conforme ha establecido el presidente de la Corte Suprema de justicia de la Nación, Dr. Ricardo Lorenzetti en su obra “Justicia Colectiva”, (Ed. Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 2010, pág. 23):“Existirá legitimación  si el demandante tiene un derecho a que el tribunal decida el fondo de la disputa o de asuntos específicos.”

Por otra parte, ha consagrado también, que desde una mirada más procesalista, legitimación es: “la cualidad emanada de la ley para deducir una pretensión ante la justicia y que en la mayoría de los casos coincide con la titularidad de la relación jurídica sustancial.

              En esta inteligencia, conforme surge del bloque normativo integrado por los artículos 42, 43, y 120 Constitución Nacional, 52 y 54 de la Ley 24.240, 1, 2 y 31 de la Ley Orgánica del Ministerio Público Fiscal, resultamos ser legitimados activos para incoar la presente acción, la cual es deducida en nuestra función en la Procuraduría de Violencia Institucional y  la Unidad de Asistencia para Causas por Violaciones a los Derechos Humanos durante el Terrorismo de Estado de la ciudad de Bahía Blanca.
En dicha calidad, no debe soslayarse que, como lo he referido, la Constitución Nacional no sólo habilita sino que establece el deber “de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad de los intereses generales de la sociedad en coordinación con las demás autoridades de la República”.
Un adecuado y comprometido cumplimiento de tal mandato constitucional exige, junto al ejercicio de la acción pública, la adopción de todos los mecanismos normados para asegurar una tutela judicial efectiva de los intereses sociales, marco en el que se inserta el conjunto de circunstancias denunciadas en esta presentación, conforme ha quedado expuesto.
En tal sentido, no puede desconocerse que el acceso pleno, democrático y de trato igualitario a la justicia, exige algo más que el ejercicio de la acción para la persecución de los delitos cometidos que la sociedad ejerce a través de la representación del órgano fiscal.            

Dicho acceso al servicio de justicia reclama un respeto al derecho de participar en la construcción del derecho (es decir, de los derechos y deberes) como bien cultural, en el acceso a un conocimiento efectivo sobre el tratamiento que reciben los derechos fundamentales por parte de los órganos de justicia, y la formación ética y ciudadana para un libre, pleno y eficaz ejercicio de las propias libertades así como de su amparo.
Como responsable constitucional en la promoción de la actuación de la justicia en defensa de los intereses generales, es que me encuentro también habilitado y obligado a ejercer dicha tutela en el segundo de los planos funcionales aludidos.
Por su parte, la especial incidencia de los hechos denunciados en la pérdida del carácter público que la información jurídica y judicial reúne en relación a materias de nuestra incumbencia funcional, como son la promoción de la investigación y juzgamiento de los delitos cometidos en el marco de la violencia institucional ejercida por el Estado, y de los crímenes contra la humanidad cometidos durante el terrorismo de Estado, reafirman el correlato que el ejercicio del presente recurso encuentra en mi ámbito de competencia.
Precisamente, en el fallo “Halabi” citado en los párrafos iniciales, la Corte Suprema reconoce que frente a los derechos de incidencia colectiva “se concede una legitimación extraordinaria para reforzar su protección”, y señala que, no existiendo una reglamentación específica que determine –en los casos de intereses individuales homogéneos– “si la legitimación corresponde exclusivamente a un integrante de la clase o también a organismos públicos”, los órganos judiciales deben proveer al amparo de los derechos constitucionales lesionados: “donde hay un derecho hay un remedio legal para hacerlo valer toda vez que sea desconocido; principio del que ha nacido la acción de amparo”.
A su vez, los hechos denunciados también inciden en el plano del ejercicio de la acción pública para la investigación e investigación de las responsabilidades penales, desde el momento de que la complejidad de los procesos penales en torno a hechos cometidos desde estructuras organizados y ligadas a la propia órbita estatal, exige una profundización del principio de publicidad de los debates y de los actos de las causas judiciales, para un efectivo cumplimiento del servicio de justicia, y la participación de los diferentes actores sociales (testigos, peritos, acompañantes psicológicos, portadores de documentación, etc.) que pueden colaborar en el proceso de memoria, verdad y justicia, máxime frente a la clandestinidad de las prácticas delictivas, los pactos de silencio, la destrucción de archivos, y el secretismo que primó en el ámbito de los operadores judiciales institucionales (jueces, fiscales, defensores) durante los años del genocidio.
Asimismo, el acto de tutela debe inscribirse en el marco del compromiso del Estado frente a la reparación de las víctimas de las violaciones a los derechos humanos, aspecto que viene a desnaturalizarse completamente, desde el momento en que es el propio gobierno nacional el que procede a eliminar el testimonio público de los hechos sufridos por aquellas (llevados a la justicia), y a invisibilizar las historias personales de profundo sufrimiento. Como lo expresa Estela Barnes de Carlotto, no se puede [no se debe] borrar las páginas de la historia.
Por otra parte, en cuanto a la órbita referida a la afectación de los intereses individuales homogéneos de los usuarios de los portales web indicado, resulta pertinente resaltar que como lo reconoce el Máximo Tribunal de la Nación, aquí media en materia un interés superior y de carácter Estatal.
Nótese que las acciones colectivas referidas a intereses individuales homogéneos de consumidores y usuarios se encuentra regulada en el art. 54 de la ley 24.240, habilitando al Ministerio Publico Fiscal a representar intereses individuales homogéneos.

Frente a ello, surge entonces en forma palmaria la legitimación del suscripto para representar a los consumidores y usuarios en la presente acción.
Veamos:

1.- Existencia de "Caso".-
La supresión de datos e información en los portales referidos, y el peligro que corren los que aún se encuentran en la web, genera la imposibilidad de que los usuarios accedan a los mismos lo que configura un caso que genera consecuencias jurídicas.
2.- Presencia de causa fáctica común.-

En el caso de marras surge claramente que existe una “causa fáctica común”, esto es la existencia de un hecho único que provoca una lesión a una pluralidad relevante de derechos individuales. 

En efecto, la causa fáctica común se advierte en la misma supresión de datos de los portales referidos, que provoca la violación de los derechos de los usuarios de INFOJUS.

Por lo expuesto, la pretensión de la acción es obtener el cese de la supresión de los datos indicados a lo largo del presente y la reincorporación de aquellos que fueron retirados.
3.- Pretensión dirigida al aspecto colectivo.-

En el presente caso se hace hincapié exclusivamente en los efectos colectivos, esto es, en la cesación inmediata del obrar ilegal que afecta especialmente a un determinado grupo de usuarios.
4.- Constatación de que el ejercicio individual no aparece plenamente justificado.-

El considerando 13 del ya citado fallo “Halabi” expresa que:

"Como tercer elemento es exigible que el interés individual considerado aisladamente no justifique la promoción de una demanda, con lo cual podría verse afectado el acceso a la justicia. Sin perjuicio de ello, como se anticipó, la acción resultará de todos modos procedente en aquellos supuestos en los que cobran preeminencia otros aspectos referidos a materias tales como el ambiente, el consumo o la salud o afectan a grupos que tradicionalmente han sido postergados, o en su caso, débilmente protegidos. En esas circunstancias, la naturaleza de esos derechos excede el interés de cada parte, y al mismo tiempo, pone en evidencia la presencia de un fuerte interés estatal para su protección, entendido como el de la sociedad en su conjunto. En tal sentido, los artículos 41, 42 y 43, párrafo segundo, de la Constitución Nacional brindan una pauta en la línea expuesta".

En este sentido,  la postura de la CSJN no hace más que corresponderse con el rol esencial que el Constituyente otorgó al Derecho del Consumo y su notoria trascendencia social. 
No obstante ello, si bien en las acciones colectivas sobre intereses individuales homogéneos de usuarios y consumidores no resulta necesario acreditar que el interés individual considerado aisladamente no justifica la promoción de una demanda, toda vez que dicho requisito no cuadra cuando está en juego el orden público, como lo es en el caso del Derecho del Consumo (art. 65 de la ley 24.240), observo que RESULTA TOTALMENTE ANTI-ECONÓMICO QUE UN CONSUMIDOR (abogado, operadores de la justicia, lector, usuario, investigador, fiscal, defensor, historiador, estudiante, etc., etc.) INICIE UNA ACCIÓN INDEPENDIENTE, AUTÓNOMA E INDIVIDUAL REFERIDA A LA SITUACIÓN QUE AQUÍ SE DENUNCIA, COMO ASÍ TAMBIÉN ES MATERIALMENTE ANACRÓNICO ABARROTAR –EVENTUALMENTE- A LOS TRIBUNALES DE NUESTRO PAÍS CON MILES DE EXPEDIENTES, CUANDO LA ILEGALIDAD PUEDE Y DEBE DECLARARSE EN UN SOLO EXPEDIENTE.

Resulta harto evidente que conforme lo he adelantado en los  presupuestos de hecho, ningún usuario iniciará un pleito individual para requerir el cese de la situación denunciada que en principio no conlleva consigo un perjuicio económico directo (desembolso de dinero por la prestación del servicio), por lo que la presente acción colectiva cubre plenamente la exigencia establecida por el Superior.
VII. Planteamiento de la cuestión federal
En caso de que se disponga denegar total o parcialmente lo pretendido en esta acción, hacemos expresa reserva de acudir  ante las Instancias Superiores y ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, a través de la vía del Recurso Extraordinario, en los términos del art. 14 de la Ley 48, como así también en los supuestos de arbitrariedad y gravedad institucional.
Se han descripto a lo largo del presente situaciones que involucran tanto la interpretación de normas constitucionales y convencionales (art. 14.3 ley 48).
Así las cosas, se perfilan con claridad las cuestiones federales que habilitan la vía extraordinaria para el improbable caso de que S.S. no haga lugar al presente.
VIII. Medida Cautelar URGENTE.

Dentro de las funciones jurisdiccionales y, específicamente, como manifestación de la eficacia de la gestión judicial, se establece la posibilidad de requerir medidas cautelares tendientes a garantizar el cumplimiento de una sentencia eventualmente favorable. (Gozaíni, Osvaldo; Tratado de Derecho Procesal Civil, La Ley, 2009, Tomo I, pág. 585).

Empero, las medidas precautorias no advierten como única función las de ser un medio de satisfacción de intereses que aguardan una respuesta jurisdiccional. Por el contrario, desde una visión moderna y dinámica del derecho adjetivo, en virtud del peligro que evidencia el tiempo que insuma el litigio puede ocurrir que sea necesario cubrir necesidades inmediatas. 

En este sentido se ha sostenido que las medidas cautelares constituyen una garantía jurisdiccional de la persona o de los bienes para hacer eficaces las sentencias, asegurando los elementos formales y materiales del proceso y preservando de daños a los sujetos del interés sustancial, mediante la guarda y satisfacción de sus necesidades urgentes (CNFed. Cont. Adm., Sala II, 13/04/00, La Ley, 2000-D-914, jurispr. agrup., caso 15.173)

Tal como antiguamente definía Podetti, las medidas cautelares son actos procesales del órgano jurisdiccional adoptados en el curso de un proceso de cualquier tipo o previamente a él, a pedido de interesados o de oficio, para asegurar bienes o pruebas o mantener situaciones de hecho o para seguridad de personas o satisfacción de sus necesidades urgentes; como un anticipo que, puede o no ser definitivo, de la garantía jurisdiccional de la defensa de la persona y de los bienes y para hacer eficaces las sentencias de los jueces. (Podetti, Jose Ramiro, Derecho Procesal Civil, Comercial y Laboral, Tomo IV, en Guerrero Leconte, Victor, Tratado de las Medidas Cautelares, Ediar, 1969, pág. 33, citado por Torres Traba, Jose Maria, Tutelas anticipatorias. Función y límites para acceder a su admisibilidad, DJ, 13/08/2014, 28).Ahora bien, todo lo expresado no encuentra respuesta ni justificación en las escasas manifestaciones del Ministro Germán Garavano, a cargo de la cartera en cuya órbita funciona Infojus, quien se ha limitado a señalar: "No hemos borrado un solo artículo. Algunos pueden no estar accesibles, pero no han sido borrados".
En efecto, cualquiera haya sido el destino brindado al acervo documental, lo cierto es que su retiro del espacio público en el que se encontraba ha venido a consumar la lesión a los derechos de los miembros de la comunidad de acceder libre y gratuitamente al mismo, al tiempo que ha privado a la sociedad de un bien colectivo propio, del cual ya no dispone.
Sin embargo, la mención del ministro acerca de que la información no ha sido eliminada sino privado su acceso a la misma, es lo que otorga fundamento a la petición aquí efectuada para que se dispongan de manera URGENTE E INMEDIATA las medidas necesarias a fin de garantizar precisamente que las autoridades del Poder Ejecutivo no procedan a la destrucción de los archivos digitales o en papel [o puesto en otras palabras: conserven los mismos] (medida de no innovar), y que al mismo tiempo se reestablezca el acceso público, libre y gratuito a dicho material, en las condiciones vigentes antes del acaecimiento de los hechos denunciados. 
Asimismo, el modo en que se han desarrollado los eventos descriptos generan un serio y motivado temor de que el Poder Ejecutivo procederá a la eliminación total o sustancia de la base de datos Infojus, completando una actividad lesiva que ya se encuentra en curso con el retiro de miles de publicaciones de la agencia Infojus noticias.
Entre tales indicios, tomamos en consideración:
· Que, como se dijo, la tarea de supresión de los registros ya se encuentra en curso, y ha sido intensa y sostenida en lo que se relaciona con la actividad periodística del espacio institucional.

·  Que los hechos se han dado a conocer, no mediante declaraciones de las autoridades públicas que las llevaron a cabo, sino por una asamblea de trabajadores que advirtió con preocupación lo que estaba sucediendo.

· Que son varios los medios de comunicación que han recogido el trascendido (expresiones tales como “se conoció” o “según se supo”) de que el ministro Garavano planea dar de baja al sistema. Incluso, tales medios reproducen supuestos dichos literales de “fuentes de esa carrera nacional”, que predican sobre la pronta desaparición de todo el sistema
.: “Garavano va a dar de baja la marca Infojus. Todo lo que es ediciones Infojus y el portal Infojus va a dejar de existir y la agencia de noticias pasa a la órbita de prensa del Ministerio de Justicia”.

· Que las exiguas explicaciones brindadas resultan, antes que una justificación válida, un reconocimiento de la actividad lesiva. En efecto, admite como cierto el retiro de información del acceso público, limitándose a señalar que a la fecha de sus dichos no había sido eliminada.

· Que el ministro ha evitado deslizar el mínimo compromiso en cuanto a la conservación del plexo documental retirado del portal de noticias, o a que dicha medida no se extenderá el resto del catálogo documental (legislación, jurisprudencia, doctrina, libros y revistas). Por el contrario, los medios de difusión hablan de que “el Ministerio tampoco brindó detalles sobre lo ocurrido y hay incertidumbre sobre qué pasará con las notas eliminadas”.
· Que en cuanto a las declaraciones sobre la política que habrá de seguir el gobierno en relación al sistema de información jurídica, cabe indicar que –además de no realizar ninguna referencia a la conservación del capital cultural forjada hasta el presente–, omite además efectuar la mínima mención a los valores, principios y lineamientos que dicho programa habrá de observar, sin indicar si se priorizará la democratización de la información y de los medios de acceso, si se mantendrá la publicidad y gratuidad de estos últimos, y si reasumirá el compromiso de memoria, verdad y justicia.
Este conjunto de circunstancias es el que sustenta la inminencia de un irreparable avasallamiento del bien colectivo protegido, que –encontrándose en curso– habrá de concretarse a toda su extensión, conllevando la desaparición de un registro testimonial histórico y de miles de obras jurídicas producidas por las más diversas y plurales voces.
En consecuencia, resulta imperiosa la disposición, con carácter URGENTE E INMEDIATO de las medidas necesarias para asegurar la conservación y el libre, público y gratuito acceso a la base de datos completa del sistema Infojus, ordenando la no innovación respecto a la publicidad de la información que aún permanece vigente en la red.
A tales fines, se solicitan –EN COMPLEMENTO DE LAS MEDIDAS CAUTELARES PETICIONADAS– que se ordenen las siguientes diligencias:

-La realización de un catálogo completo de todos los registros que integraban la base de datos del Sistema INFOJUS el día anterior a la fecha de asunción en el cargo de las actuales autoridades del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, y a tal fin;

-la citación de los empleados que prestaron servicio en área institucional INFOJUS, nucleados en el Colectivo de Trabajadores y Trabajadoras de Prensa, a efectos de que participen en la confección del catálogo aludido en el punto anterior, y asimismo;
- la realización de una pericia informática sobre la Base de Datos del Sistema INFOJUS, para la determinación de: el contenido obrante en dicho archivo en la fecha indicada en el primer punto; el contenido actual de dicha Base de Datos; los archivos que han sido suprimidos, y;
- la realización por parte de los peritos informáticos designados, de un back-up o copia digital de todos los archivos obrantes en la referida Base de Datos, así como de tareas de recuperación y compilación digital de los archivos retirados de la misma.
VIII. Petitorio
Por lo expuesto, se solicita: 
I. Nos tenga por presentados y por partes en el carácter invocado, y por constituido el domicilio.
II. Disponga de forma cautelar tal como se pidió en el cap.VIII.-
IV. Se tenga por efectuada la reserva del caso federal.
V. Se haga lugar a la acción de amparo.
Procuraduría de Violencia Institucional y Unidad Fiscal de DDHH,      de 2016.
� � HYPERLINK "http://www.urgente24.com/249417-garavano-quiere-dar-de-baja-el-portal-militante-k-infojus" ��http://www.urgente24.com/249417-garavano-quiere-dar-de-baja-el-portal-militante-k-infojus�; � HYPERLINK "http://www.cronista.com/economiapolitica/El-Gobierno-dara-de-baja-Infojus-y-lo-reemplazara-con-una-nueva-web-20160211-0092.html" ��http://www.cronista.com/economiapolitica/El-Gobierno-dara-de-baja-Infojus-y-lo-reemplazara-con-una-nueva-web-20160211-0092.html�





� � HYPERLINK "http://cosecharoja.org/infojus/" ��http://cosecharoja.org/infojus/�


� � HYPERLINK "http://www.eldestapeweb.com/contenidos/cultura.html" ��http://www.eldestapeweb.com/contenidos/cultura.html�


� Cof. http://www.infojus.gob.ar/ediciones-infojus/acercade


� � HYPERLINK "http://www.infojusnoticias.gov.ar/quienes-somos.html" ��http://www.infojusnoticias.gov.ar/quienes-somos.html�


� El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos habla de “la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole” (art. 19); la Declaración Universal de los Derechos Humanos contempla “el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas” (art. 19); y el Pacto de San José de Costa Rica reconoce “la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole” (art. 13). 


� � HYPERLINK "http://www.eldestapeweb.com/estela-carlotto-critico-la-eliminacion-notas-infojus-n14581" ��http://www.eldestapeweb.com/estela-carlotto-critico-la-eliminacion-notas-infojus-n14581�


� � HYPERLINK "http://www.anred.org/spip.php?breve11469" ��http://www.anred.org/spip.php?breve11469�





� Cof. http://www.infojus.gob.ar/ediciones-infojus/acercade


� � HYPERLINK "http://www.infojus.gob.ar/ediciones-infojus/revistas/revista-derecho-penal" ��http://www.infojus.gob.ar/ediciones-infojus/revistas/revista-derecho-penal�


� � HYPERLINK "http://infojusnoticias.gov.ar/nacionales/buscan-reafirmar-memoria-verdad-y-justicia-como-politica-de-estado-10400.html" ��http://infojusnoticias.gov.ar/nacionales/buscan-reafirmar-memoria-verdad-y-justicia-como-politica-de-estado-10400.html�


� Como firmantes figuran Carlotto, Remo Gerardo; Riestra, Antonio Sabino;  Garrido, Manuel; Zabalza, Juan Carlos; Peralta, Fabian Francisco; Segarra, Adela Rosa; Pietragalla Corti, Horacio; Pinedo, Federico; Grosso, Leonardo; Alfonsín, Ricardo Luis; González, Josefina Victoria; Bregman, Myriam; Ferreyra, Araceli; Sola, Felipe Carlos; y Conti, Diana Beatriz.


�� HYPERLINK "http://www1.hcdn.gov.ar/proyxml/expediente.asp?fundamentos=si&numexp=5497-D-2015" ��http://www1.hcdn.gov.ar/proyxml/expediente.asp?fundamentos=si&numexp=5497-D-2015�


� En tal sentido, se citan las siguientes aseveraciones: “Garavano va a dar de baja la marca Infojus. Todo lo que es ediciones Infojus y el portal Infojus va a dejar de existir y la agencia de noticias pasa a la órbita de prensa del Ministerio de Justicia”






